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de dicha metodología, los compromisos de las operaciones de reporto o repo, simultáneas y 
transferencia temporal de valores realizadas sobre valores de renta fija diferentes a TES por 
cuenta de un mismo tercero, no podrán superar el quince por ciento (15%) del patrimonio 
técnico, calculado de conformidad con el parágrafo 2° del presente artículo”. 

Artículo 3°. Modifícase el numeral 4 del artículo 2.36.3.3.2 del Decreto 2555 de 2010 
el cual quedará así:

“4. Límite por especie. El máximo porcentaje permitido de la relación entre el número de 
acciones de una especie que hayan sido objeto de operaciones de reporto o repo, simultáneas 
y transferencia temporal de valores por cuenta de terceros y el flotante de la misma, será el 
seis punto cinco por ciento (6.5%).

En todo caso, el máximo porcentaje permitido de la relación entre el número de accio-
nes de una especie que hayan sido objeto de operaciones de reporto o repo, simultáneas y 
transferencia temporal de valores por cuenta de un mismo tercero y el flotante de la misma 
será el tres por ciento (3%).

Para efectos del presente numeral se entiende por flotante lo establecido en parágrafo 
1° del artículo 2.36.3.4.1 del presente decreto”.

Artículo 4°. Modifícase el parágrafo 1 del artículo 2.36.3.3.2 del Decreto 2555 de 2010 
el cual quedará así:

“Parágrafo 1°. En el caso de presentarse el incumplimiento de alguno de los lími-
tes establecidos en el presente artículo, el intermediario de valores deberá suspender 
de manera inmediata, la realización de nuevas operaciones por cuenta del tercero que 
originó el incumplimiento y remitir dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
a la fecha del incumplimiento un informe donde se consagre el plan de ajuste para 
reestablecer los límites y las medidas adoptadas para evitar que se presenten nuevos 
incumplimientos. Este deberá ser enviado con fines informativos a las bolsas de va-
lores, sistemas de negociación de valores, sistemas de registro de operaciones sobre 
valores y sistemas de compensación y liquidación de operaciones sobre valores según 
sea el caso. Así mismo, deberá ser remitido a los organismos de autorregulación y a la 
Superintendencia Financiera de Colombia, sin perjuicio de las sanciones a que haya 
lugar por razón de dicho incumplimiento.

Para efectos de lo establecido en el presente parágrafo, las renovaciones de las opera-
ciones por cuenta de terceros no se considerarán nuevas operaciones”. 

Artículo 5°. Adiciónase el numeral 5 al parágrafo 4 del artículo 2.36.3.3.2 del Decreto 
2555 de 2010 el cual quedará así:

“5. El adquirente en las operaciones simultáneas. No obstante, en el caso en que el 
adquirente decida disponer de los valores objeto de la operación, el intermediario que 
actúa por cuenta de este deberá aplicar los límites establecidos en el presente artículo, e 
informar de esta situación a los sistemas de negociación y de registro de valores así como 
a los organismos de autorregulación”.

Artículo 6°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
modifica el literal b) del artículo 2.36.3.2.3, los numerales 3 y 4 y los parágrafos 1° y 4° del 
artículo 2.36.3.3.2 y deroga el numeral 2 del artículo 2.36.3.3.2 del Decreto 2555 de 2010.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 6 de mayo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

DECRETO NÚMERO 767 DE 2016
(mayo 6)

por el cual se modifica el Decreto 2555 de 2010 en relación con las excepciones a la 
definición de oferta pública de valores y la reapertura de emisiones de bonos, y se dictan 

otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y 

legales, en especial las conferidas por los numerales 11 y 25 del artículo 189 de la Consti-
tución Política y los literales a) y b) del artículo 4° de la Ley 964 de 2005,

CONSIDERANDO:
Que la emisión y la oferta de valores constituyen una actividad del mercado de valores 

de conformidad con lo establecido por la Ley 964 de 2005, por lo cual hacen parte del objeto 
de la intervención del Gobierno nacional.

Que de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del literal b) del artículo 
4° de la Ley 964 de 2005, solo pueden calificarse como ofertas públicas aquellas que se 
dirijan a personas no determinadas o a sectores o grupos de personas relevantes, o que se 
realicen por algún medio de comunicación masiva para suscribir, enajenar o adquirir valores.

Que se hace necesario establecer de manera expresa que los esquemas de compensación 
salariales para empleados mediante acciones no constituyen oferta pública de valores.

Que con el objeto de promover el desarrollo del mercado de valores se hace necesario 
permitir a los emisores de bonos adicionar montos a una emisión primaria, manteniendo 
las mismas características faciales de tal forma que los títulos emitidos sean fungibles.

Que la reapertura de emisiones de bonos surge como una herramienta para promover 
la profundidad del mercado, ya que permite concentrar la liquidez en ciertas referencias 
y consolida las curvas de referencia favoreciendo la formación de precios, lo cual puede 
permitir que se generen menores costos de financiación para el emisor a través de una prima 
de liquidez más baja.

Que el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Proyección Norma-
tiva y Estudios de Regulación Financiera - URF, aprobó por unanimidad el contenido del 
presente Decreto, mediante Acta número 002 del 26 de febrero de 2016.

DECRETA:
Artículo 1°. Modifícase el artículo 6.1.1.1.1 del Decreto 2555 de 2010 el cual quedará así:
“Artículo 6.1.1.1.1 Definición de oferta pública. Se considera como oferta pública 

de valores, aquella que se dirija a personas no determinadas o a cien o más personas de-
terminadas, con el fin de suscribir, enajenar o adquirir documentos emitidos en serie o en 
masa, que otorguen a sus titulares derechos de crédito, de participación y de tradición o 
representativos de mercancías.

No se considerarán públicas las siguientes ofertas:
1. La de acciones o de bonos obligatoriamente convertibles en acciones que esté dirigida 

a los accionistas de la sociedad emisora, siempre que sean menos de quinientos (500) los 
destinatarios de la misma.

2. La de acciones resultante de una orden de capitalización impartida por autoridad 
estatal competente, dirigida exclusivamente a accionistas de la sociedad, o la que tenga por 
objeto capitalizar obligaciones de la misma, siempre y cuando se encuentren reconocidas 
dentro de un proceso concursal en el que se haya tomado tal decisión, en ambos casos sin 
importar el número de personas a quienes se encuentre dirigida.

3. La que realice una sociedad colombiana cuyas acciones no se encuentren inscritas 
en el Registro Nacional de Valores y Emisores (RNVE) y sea ofrecida a aquellos sujetos 
con los que tiene contrato de trabajo vigente y/o a los miembros de su Junta Directiva. Esta 
oferta deberá hacer parte de un programa de compensación o de beneficios, y para el caso 
de los empleados, adicionalmente, deberá constar por escrito en el respectivo contrato de 
trabajo. Se podrán incluir también las ofrecidas por parte de uno de los vinculados a la 
sociedad empleadora, siempre que dicho vinculado se encuentre domiciliado en Colombia.

Para los efectos del presente numeral se entenderá por vinculado lo establecido en el 
literal b) numeral 2 del artículo 7.3.1.1.2 del presente decreto.

Las ofertas que a la vez tengan por destinatarios a las personas indicadas en el numeral 
uno (1) del presente artículo y a cien o más personas determinadas serán públicas.

Parágrafo. Cuando los destinatarios de una oferta se vayan a determinar con base en 
una labor de premercadeo realizada entre personas no determinadas o cien o más personas 
determinadas, la respectiva oferta tendrá el carácter de pública y en tal sentido, su reali-
zación solo podrá efectuarse con observancia de las normas que al efecto se establecen en 
este decreto”.

Artículo 2°. Adiciónase el parágrafo 8° al artículo 6.1.1.1.5 del Decreto 2555 de 2010, 
el cual quedará así:

“Parágrafo 8°. La tasa de interés o rentabilidad para valores de contenido crediticio 
o mixto inscritos para su negociación en una bolsa de valores o sistema de negociación 
de valores, podrá ser publicada de forma separada al aviso de oferta, el día de la emisión 
de los valores, en los boletines que para el efecto se tengan establecidos en la respectiva 
bolsa de valores o sistema de negociación. El aviso de oferta deberá contener una mención 
expresa de tal circunstancia”.

Artículo 3°. Adiciónase el artículo 6.4.1.1.47 al Decreto 2555 de 2010, el cual quedará así:
“Artículo 6.4.1.1.47. Reapertura de emisiones de bonos. La reapertura de una emisión 

de bonos colocada en su totalidad podrá ser autorizada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia previa solicitud escrita del emisor y siempre que su finalidad sea la de adicionar 
el monto de la misma y que no sea posterior a la fecha de vencimiento del título.

Los bonos a colocarse deberán contener las mismas condiciones faciales que tienen los 
emitidos de manera inicial con excepción del monto.

Los emisores que soliciten la reapertura de la que trata el presente artículo, deberán 
cumplir con las mismas disposiciones establecidas para la emisión y la oferta pública de 
bonos contenidas en el presente título.

Parágrafo. La reapertura de una serie que hace parte de un programa de emisión y co-
locación procederá siempre y cuando la respectiva serie haya sido colocada en su totalidad 
y no sea posterior a la fecha de vencimiento de la serie. Cuando la reapertura se efectúe 
durante la vigencia de la autorización de la oferta, el monto de la misma podrá realizarse con 
cargo al monto global. Agotado el monto global, el emisor solicitará a la Superintendencia 
Financiera de Colombia la reapertura de la respectiva serie”.

Artículo 4°. Adiciónase el parágrafo 2° al artículo 6.14.1.1.3 del Decreto 2555 de 2010, 
el cual quedará así:

“Parágrafo 2°. En caso de que la emisión vaya a ser colocada en el mercado colombiano 
y sea dirigida únicamente a inversionistas profesionales de los que trata el artículo 7.2.1.1.2 
del presente decreto, el prospecto podrá allegarse en un idioma diferente al español”.

Artículo 5°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y modifica el artículo 6.1.1.1.1, adiciona el parágrafo 8 al artículo 6.1.1.1.5, el artículo 
6.4.1.1.47 y el parágrafo 2° al artículo 6.14.1.1.3 del Decreto 2555 de 2010.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 6 de mayo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 Mauricio Cárdenas Santamaría.

DECRETO NÚMERO 768 DE 2016
(mayo 6)

por el cual se modifica el artículo 10 del Decreto 2460 de 2013.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-

nales y legales, en especial las que le confieren los numerales 11 y 20 del artículo 189 de 
la Constitución Política de Colombia, y
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CONSIDERANDO:
Que el artículo 555-2 del Estatuto Tributario, establece el Registro Único Tributario 

(RUT), como el mecanismo único para identificar, ubicar y clasificar a los sujetos de obli-
gaciones administradas y controladas por la Unidad Administrativa Especial Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales, (DIAN).

Que el Decreto 2460 de 2013, reglamentario de los procesos de inscripción, actualización 
y cancelación del Registro Único Tributario RUT, exige en algunos casos para la formali-
zación de la inscripción y actualización en el mismo, de personas naturales y jurídicas, la 
presentación de la constancia de titularidad de la cuenta corriente o de ahorros.

Que el Decreto 589 de 2016 “por el cual se reglamenta el numeral 5 del artículo 102 
del Estatuto Tributario y se modifica y adiciona el Decreto 2460 de 2013”, efectuó modi-
ficaciones al Decreto 2460 de 2013, eliminando la exigencia del requisito de presentación 
de la constancia de la titularidad de la cuenta corriente o de ahorros para los trámites del 
Registro Único Tributario (RUT).

Que el artículo 6° del Decreto 589 de 2016, modificó el numeral 2 del literal a) del 
artículo 10 del Decreto 2460 de 2013, pero no eliminó el requisito del numeral 3 del literal 
a) del mismo artículo, que consagra la exigencia de la titularidad de la cuenta corriente o 
de ahorros activa para la inscripción de personas jurídicas y asimiladas, en concordancia 
con lo expuesto en la parte considerativa del mencionado decreto.

Que acorde con lo anterior, se requiere derogar el numeral 3 del literal a) del artículo 10 
del Decreto 2460 de 2013, que exige el requisito mencionado en el considerando anterior.

Que se cumplió con la formalidad prevista en el numeral 8 del artículo 8° del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en relación con la 
publicación del texto del presente decreto. 

DECRETA:
Artículo 1°. Derógase el numeral 3 del literal a) del artículo 10 del Decreto 2460 de 2013.
Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto entrará en vigencia a partir del once (11) de 

mayo de 2016.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 6 de mayo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

Ministerio de Salud y Protección Social

Decretos

DECRETO NÚMERO 780 DE 2016
(mayo 6)

por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Salud  
y Protección Social

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y 

CONSIDERANDO:
Que la producción normativa ocupa un espacio central en la implementación de políticas 

públicas, siendo el medio a través del cual se estructuran los instrumentos jurídicos que 
materializan en gran parte las decisiones del Estado;

Que la racionalización y simplificación del ordenamiento jurídico es una de las princi-
pales herramientas para asegurar la eficiencia económica y social del sistema legal y para 
afianzar la seguridad jurídica;

Que constituye una política pública gubernamental la simplificación y compilación 
orgánica del sistema nacional regulatorio;

Que la facultad reglamentaria incluye la posibilidad de compilar normas de la misma 
naturaleza;

Que los reglamentos sobre calidad de los productos de que tratan las Leyes 170 de 1994 
y 9 de 1979, y los artículos 245 de la Ley 100 de 1993 y 126 del Decreto-ley 019 de 2012, 
tienen una naturaleza altamente técnica y detallada, requieren de constante evaluación y 
actualización, y deben surtir un trámite especial de conformidad con los acuerdos interna-
cionales vigentes ratificados por Colombia; razones por las cuales no serán compilados en 
el presente decreto único;

Que por tratarse de un decreto compilatorio de normas reglamentarias preexistentes, las 
mismas no requieren de consulta previa, dado que las normas fuente cumplieron al momento 
de su expedición con las regulaciones vigentes sobre la materia;

Que la tarea de compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario implica, 
en algunos casos, la simple actualización de la normativa compilada, para que se ajuste a 
la realidad institucional y a la normativa vigente, lo cual conlleva, en aspectos puntuales, 
el ejercicio formal de la facultad reglamentaria;

Que en virtud de sus características propias, el contenido material de este decreto guarda 
correspondencia con el de los decretos compilados; en consecuencia, no puede predicarse 
el decaimiento de las resoluciones, las circulares y demás actos administrativos expedidos 
por distintas autoridades administrativas con fundamento en los decretos compilados;

Que la compilación de que trata el presente decreto se contrae a la normativa vigente al 
momento de su expedición, sin perjuicio de los efectos ultractivos de disposiciones derogadas 
a la fecha, de conformidad con el artículo 38 de la Ley 153 de 1887;

Que las normas cuya vigencia ya se agotó en el tiempo no fueron incorporadas, lo que 
no afecta las situaciones, obligaciones o derechos que se consolidaron durante la vigencia 
de las mismas;

Que por cuanto este decreto constituye un ejercicio de compilación de reglamenta-
ciones preexistentes, los considerandos de los decretos fuente se entienden incorporados 
a su texto, aunque no se transcriban, para lo cual en cada artículo se indica el origen 
del mismo;

Que las normas que integran el Libro 1 de este decreto no tienen naturaleza reglamen-
taria, como quiera que se limitan a describir la estructura general administrativa del sector.

Que durante el trabajo compilatorio recogido en este decreto, el Gobierno verificó que 
ninguna norma compilada hubiera sido objeto de declaración de nulidad o de suspensión 
provisional, acudiendo para ello a la información suministrada por la Relatoría y la Secre-
taría General del Consejo de Estado;

Que con el objetivo de compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario 
que rigen en el sector y contar con un instrumento jurídico único para el mismo, se hace 
necesario expedir el presente decreto reglamentario único sectorial;

Por lo anteriormente expuesto, 
DECRETA:

LIBRO 1
ESTRUCTURA DEL SECTOR SALUD Y DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

PARTE 1
SECTOR CENTRALIZADO

TÍTULO 1
CABEZA DEL SECTOR

Artículo 1.1.1.1. Ministerio de Salud y Protección Social. El Ministerio de Salud y 
Protección Social es la cabeza del Sector Administrativo de Salud y Protección Social y 
tendrá como objetivos, dentro del marco de sus competencias, formular, adoptar, dirigir, 
coordinar, ejecutar y evaluar la política pública en materia de salud, salud pública, promo-
ción social en salud, así como, participar en la formulación de las políticas en materia de 
pensiones, beneficios económicos periódicos y riesgos laborales, lo cual se desarrollará a 
través de la institucionalidad que comprende el sector administrativo. El Ministerio de Salud 
y Protección Social dirigirá, orientará, coordinará, regulará y evaluará el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud y el Sistema General de Riesgos Laborales, en lo de su com-
petencia, adicionalmente formulará, establecerá y definirá los lineamientos relacionados 
con los sistemas de información de la protección social. 

TÍTULO 2
FONDOS ESPECIALES

Artículo 1.1.2.1. Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga). Es una cuenta adscrita al 
Ministerio de Salud y Protección Social sin personería jurídica, administrada directamente 
o a través de encargo fiduciario o fiducia pública, por la Dirección de Administración de 
Fondos de la Protección Social del Ministerio de Salud y Protección Social.

Artículo 1.1.2.2. Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet). 
Es un fondo cuenta sin personería jurídica administrado directamente o a través de encargo 
fiduciario o fiducia pública por la Dirección de Administración de Fondos de la Protección 
Social del Ministerio de Salud y Protección Social, cuyo objeto será asegurar el pago de las 
obligaciones por parte de las Empresas Sociales del Estado, que se encuentren en riesgo alto 
o medio o que se encuentren intervenidas para administrar o liquidar por la Superintendencia 
Nacional de Salud y, las que adopten los programas de saneamiento fiscal y financiero con 
acompañamiento de la Nación.

TÍTULO 3
ÓRGANOS SECTORIALES DE ASESORÍA Y COORDINACIÓN

Artículo 1.1.3.1 Consejo Nacional de Control de Zoonosis 
(Decreto 2257 de 1986)
Artículo 1.1.3.2 Consejo Nacional de SIDA
(Artículos 47, 48 y 49 del Decreto 1543 de 1997)
Artículo 1.1.3.3 Comisión de Acreditación y Vigilancia de los Laboratorios que practican 

las pruebas de paternidad o maternidad con marcadores genéticos de ADN 
(Decreto 1562 de 2002)
Artículo 1.1.3.4 Comisión Nacional Intersectorial para la Red Nacional de Laboratorios. 
(Artículos 10 y 11 del Decreto 2323 de 2006) 
Artículo 1.1.3.5 Comisión Intersectorial para la prevención del reclutamiento y utili-

zación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por grupos organizados al margen de la ley.
(Decreto 4690 de 2007)
Artículo 1.1.3.6 Comisión Intersectorial para el Talento Humano en Salud.
(Decreto 1730 de 2008 y Decreto 2006 de 2008)
Artículo 1.1.3.7 Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional (CISAN)
(Decreto 2055 de 2009)
Artículo 1.1.3.8 Comisión Intersectorial para el Control del Consumo Abusivo del 

Alcohol.
(Decreto 120 de 2010)
Artículo 1.1.3.9 Comisión Nacional Intersectorial para la Promoción y Garantía de los 

Derechos Sexuales y Reproductivos.
(Decreto 2968 de 2010)


